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           SALA CIVIL – FAMILIA

TRIBUNAL SUPERIOR DEL DISTRITO JUDICIAL

SALA DE DECISIÓN CIVIL - FAMILIA

Magistrado Ponente:

Fernán Camilo Valencia López

Pereira, veintiséis de junio de dos mil doce
Acta N° 313
Procede la Sala a decidir la consulta ordenada por el Juzgado Quinto Civil del Circuito, respecto del auto dictado el 5 de junio pasado en el incidente por desacato que se adelantó contra la Fiduprevisora, S.A., en el que se sancionó a los doctores Juan José Lalinde Suárez, en su calidad de representante legal de la fiduciaria, y a Juan Carlos Echeverry Garzón, en su condición de Ministro de Hacienda y Crédito Público, con dos días de arresto y multa de un salario mínimo legal mensual vigente, por razón del presunto incumplimiento de la sentencia proferida dentro de la acción de tutela promovida por Pablo Emilio Galeano Suárez. 

ANTECEDENTES

El 28 de marzo del año en curso el Juzgado a quo tuteló los derechos fundamentales de petición, mínimo vital y pago oportuno de la pensión legalmente reconocida y ordenó a la Fiduprevisora que “en el término de 48 horas siguientes a la ejecutoria de esta providencia, no sólo de (sic) repuesta al derecho de petición del señor PABLO EMILIO GALEANO SUÁREZ, Sino (sic) que realice los trámites para ingresar a la NÓMINA de pensionados y efectuar el pago de la pensión Mensual Vitalicia de Jubilación (sic), en los lineamientos del Reconocimiento de la prestación reconocida por la Resolución 2882 del octubre 28 del 2011 (sic).” 
El 11 de mayo pasado el ciudadano favorecido con el amparo, solicitó que se iniciara incidente de desacato contra la fiduciaria porque se había incumplido parcialmente con el fallo de tutela, pues a la fecha, y a pesar de haber contestado al derecho de petición, no lo había ingresado a la nómina de pensionados “y menos realizado el pago como lo ordeno (sic) la sentencia de tutela”. 
El día 14 siguiente se ofició al señor Ministro de Hacienda y Crédito Público para que de forma inmediata requiriera al representante legal de la Fiduprevisora, en aras de hacer cumplir la decisión proferida, o para que expusiera las razones que justificaran tal sustracción, y si fuere del caso iniciara el procedimiento disciplinario correspondiente. Como no hubo pronunciamiento alguno, el 25 de ese mismo mes se abrió incidente en su contra. 
Se resolvió el trámite en la fecha y con las sanciones arriba consignadas con sustento en que en definitiva la Fiduprevisora se había sustraído, parcialmente, de cumplir lo ordenado en el fallo de tutela. 
El día 13 de los cursantes el Ministerio remitió al Juzgado de conocimiento escrito mediante el cual solicitó: declarar la nulidad de lo actuado porque adujo que no hizo parte del proceso y a la fecha no le han notificado de la acción de tutela ni del contenido del fallo; y desvincularlo del trámite porque no es de su competencia administrar pensiones y porque, si bien la Fiduprevisora está a él vinculada, no ejerce sobre ésta control como superior jerárquico.
Por su parte la entidad fiduciaria, en la misma fecha, refirió que a pesar de que la respuesta de fondo que se busca debe ser dada por el ente territorial, quien no envió el proyecto de acto administrativo con el lleno de requisitos legales, en aras de acatar la sentencia constitucional “se procederá a incluir en nómina, al accionante, a través de un pago adicional que estará a disposición del peticionario a partir del 15 de junio de 2012 en el Banco BBVA, sucursal 227 de la ciudad de Cali, el valor consignado será el reconocido en la resolución No. 2882 del 28 de Octubre (sic) de 2011 que expidió la Secretaría de Educación”. Por tanto, pidió que se declarara improcedente el incidente de desacato.     

El 19 de julio pasado el señor Galeano Suárez presentó desistimiento del desacato debido a que la entidad había cumplido lo ordenado en el fallo de tutela. 

De conformidad con lo dispuesto por el artículo 52 del decreto 2591 de 1991, se procede a resolver de mérito el respectivo grado jurisdiccional de consulta, previas estas:

CONSIDERACIONES
Prescribe el artículo 52 del decreto 2591 de 1991:

"La persona que incumpliere una orden de un juez proferida con base en el presente decreto incurrirá en desacato sancionable con arresto hasta de seis meses y multa hasta de 20 salarios mínimos mensuales(...)”

En cuanto a la finalidad de esta revisión supletoria, la jurisprudencia de la Corte Constitucional ha dicho lo siguiente:

“En caso de incumplimiento de una sentencia de tutela, el afectado tiene la posibilidad de lograr su cumplimiento mediante un incidente de desacato, dentro del cual el juez debe establecer objetivamente que el fallo o la sentencia de tutela no se ha cumplido, o se ha cumplido de manera meramente parcial, o se ha tergiversado, en consecuencia, debe proceder a imponer la sanción que corresponda, con el fin, como se ha dicho, de restaurar el orden constitucional quebrantado. Ese es el objeto del procedimiento incidental, por ello, no se puede volver sobre juicios o valoraciones hechas dentro del proceso de tutela, pues ello implicaría revivir un proceso concluido afectando de esa manera la institución de la cosa juzgada.”

Se empezará por decir en cuanto al desacato mismo, que la Fiduprevisora no obstante la tardanza observada, acató plenamente la sentencia de 28 de marzo pues si la orden allí contenida se dirigía para que incluyera en nómina de pago de pensión al señor Galeano Suárez, esta entidad aseguró que ello tendría lugar a partir del 15 de junio de 2012, eventualidad esta que fue corroborada por el interesado quien, por consiguiente, presentó escrito desistiendo del incidente por cumplimiento del fallo. 

Naturalmente que lo ideal hubiera sido que la demandada asumiera con más diligencia la atención de este tipo de acción. No obstante, como dicha fiduciaria realizó lo que le compete en orden a cumplir la tutela, se impone en estas condiciones la revocatoria de la sanción por desacato proferida por el a-quo, no sin antes realizar una apreciación referente al trámite que se le dio al incidente.
Como es sabido la revisión en sede de consulta del desacato tiene como finalidad proteger los derechos de la persona que se sanciona, en cuanto la pena no sólo tiene un componente económico sino que incluye privación de la libertad, prerrogativa de orden fundamental que merece especial respeto y que obliga, por tanto, a verificar con suficiencia si en realidad se incumplió lo dispuesto por el juez al conceder la tutela, si el presunto desacato es efectivamente injustificable desde todo punto de vista y si, además, el trámite pertinente se adelantó con sujeción al debido proceso y acatamiento del derecho de defensa del sancionado, quien debe estar plenamente individualizado y haber sido el destinatario concreto de la orden judicial que se dice desobedecida.

La anterior anotación es relevante para cuestionar el hecho de que el juzgado de conocimiento haya vinculado y sancionado por desacato al señor Ministro de Hacienda y Crédito Público, sin realizar averiguaciones previas acerca de su supuesta superior jerarquía sobre la entidad fiduciaria, ya que como ese mismo despacho lo alegó no tiene funciones de control sobre ésta. Si bien el juez de primera instancia dentro de su competencia para la efectividad del derecho amparado puede dirigirse ante el superior jerárquico del renuente a fin de que lo requiera para que lo “haga cumplir y abra el correspondiente procedimiento contra él”, esta tarea la debe ejercer con el mayor cuidado para evitar imponer condenas a autoridades que no tienen la potestad de ordenar la satisfacción de los mandatos judiciales ni están facultados para iniciar el respectivo proceso disciplinario. 
Por las razones expuestas procede revocar la providencia puesta a consulta de esta Sala.      

A mérito de lo  expuesto, el Tribunal Superior del Distrito Judicial de Pereira, Sala Civil-Familia, REVOCA el auto consultado. En su lugar, se abstiene de imponer la sanción por desacato a los doctores Juan José Lalinde Suárez, en su calidad de representante legal de la Fiduprevisora, S.A., y Juan Carlos Echeverry Garzón, en su condición de Ministro de Hacienda y Crédito Público.
Notifíquese y devuélvase.

Fernán Camilo Valencia López

Claudia María Arcila Ríos          
Luis Alfonso Castrillón Sánchez          









� Sentencia T-188/02. Magistrado Ponente, doctor Alfredo Beltrán Sierra.





� Ver folio 4 del C. 2.
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